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F A L L O

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia del 4 de junio de 2010, proferida por la Sección Cuarta, Subsección B del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que resolvió:
“PRIMERO. Declárase la nulidad de los siguientes actos administrativos emanados de la DIAN:

· Liquidación Oficial de Revisión No. 300642007000133 de 19 de diciembre de 2007.

· Resolución No. 900005 de 23 de diciembre de 2008, por la cual se resolvió el recurso de reconsideración interpuesto por la actora.

SEGUNDO. En consecuencia y como restablecimiento del derecho, se declara la firmeza de la liquidación privada del impuesto de renta y complementarios correspondiente a la vigencia fiscal 2004.

(…)”

ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS

- El 4 de abril de 2005, la sociedad Granos Piraquive S.A. presentó la declaración de renta por el año gravable 2004.

- Con base en la investigación iniciada el 9 de mayo de 2006, la División de Fiscalización Tributaria profirió el requerimiento especial No. 300632007000078 del 27 de marzo de 2007, notificado por correo a la sociedad demandante y respondido con el escrito radicado con el de liquidación No. 42428 el 27 de junio de 2007.

- El 19 de diciembre de 2007, la división mencionada practicó la liquidación oficial de revisión No. 300642007000133, notificada por correo el 20 del mismo mes y año.

- El 20 de febrero de 2008, la sociedad contribuyente presentó recurso de reconsideración contra la liquidación oficial de revisión, radicado con el No. 132.

- El 23 de diciembre de 2008, la Subdirección de Recursos Jurídicos de la Dirección de Gestión Jurídica de Bogotá, profirió la Resolución No. 900005, mediante la que resolvió el recurso de reconsideración. 

ANTECEDENTES PROCESALES

LA DEMANDA

La sociedad Granos Piraquive S.A. en liquidación, mediante apoderado judicial, formuló las siguientes pretensiones: 

“PRIMERO: Que se declare la nulidad de la Resolución 900005 del 23 de diciembre de 2008, proferida por la Subdirección de Gestión de Recursos Jurídicos de la Dirección Jurídica de la DIAN, mediante la cual se resolvió el recurso de reconsideración interpuesto el 20 de febrero de 2008 contra la Liquidación Oficial de Revisión No. 300642007000133 de fecha 19 de diciembre de 2007 con la cual se pretende modificar la Liquidación Privada del Impuesto sobre la Renta año gravable 2004.

SEGUNDO: Que como consecuencia de lo anterior se restablezcan los derechos de la sociedad GRANOS PIRAQUIVE S A NIT: 830.036.528-3.

TERCERO: Que se tengan en cuenta los argumentos y pruebas aportados con ocasión del recurso de reconsideración los cuales forman parte del expediente y que no fueron calificados por la oficina de impuestos, tal como puede apreciarse en las consideraciones de la resolución en comento. 

CUARTO: Que se condene en costos, costas y agencias en derecho a la parte demandada.”                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                    

Con ocasión del auto del 24 de julio de 2009, en el que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca ordenó la corrección de la demanda con el objeto de determinar con claridad los actos que se demandaban, la sociedad formuló nuevamente las pretensiones, así:

“PRIMERO: Que se declare la nulidad de la Resolución 90005 (sic) del 23 de diciembre de 2008, proferida por la Subdirección de Gestión de Recursos Jurídicos de la Dirección Jurídica de la DIAN, mediante la cual se resolvió el recurso de reconsideración interpuesto el 20 de febrero de 2008.

SEGUNDO: Que como consecuencia de lo anterior se declare la nulidad de la Liquidación Oficial de Revisión No. 3006420070001333 (sic) de fecha 19 de diciembre de 2007 proferida por la División de Liquidación de la (entonces) Administración Especial de Impuestos Nacionales de las Personas Jurídicas de Bogotá, con la cual se pretende modificar la Liquidación Privada del Impuesto sobre la Renta año gravable 2004.”

Invocó como disposiciones violadas los artículos 29 de la Constitución Política, 564 y 731 del Estatuto Tributario Nacional en concordancia con el artículo 44 del Decreto 01 de 1984.
En síntesis, los cargos de violación propuestos por la demandante se resumen así:

Indebida notificación de la resolución que resolvió el recurso de reconsideración. Configuración del silencio administrativo positivo.
La parte actora manifestó que la DIAN le vulneró el debido proceso, toda vez que la Resolución No. 900005, que resolvió el recurso de reconsideración interpuesto contra la Liquidación Oficial de Revisión No. 3006420070001333, no fue notificada en el término del año, establecido en el artículo 731 del E.T.  

Adujo que conforme con el artículo 564 del E.T., si en el proceso de determinación del tributo el contribuyente, responsable o agente retenedor o declarante señala expresamente una dirección para que se notifiquen los actos administrativos correspondientes, la administración deberá hacerlo a esa dirección. Que en el mismo sentido está redactado el artículo 44 del Decreto 01 de 1984.

Que la contribuyente presentó petición ante la Administración de Impuestos para que el acto administrativo que resolviera el recurso de reconsideración se notificara a la dirección registrada en la respuesta al requerimiento especial, petición que fue respondida en los siguientes términos:

“Este despacho resolvió el recurso de reconsideración mediante Resolución 900005 del 23 de diciembre de 2008, y se notificó a la dirección registrada en el RUT, Calle 6 A No. 82-24, por cuanto el Representante Legal no informó dirección alguna en el escrito del recurso y se observa además que es la misma que figura en el certificado de existencia y representación expedida por la Cámara de Comercio de Bogotá el 27 de marzo de 2009.”
Que la administración yerra al afirmar que si se señaló una dirección en la respuesta al requerimiento especial esa no es la dirección procesal en la etapa de discusión de tributo, sino la establecida en el proceso de determinación y que, por ende, la notificación de las actuaciones posteriores debía efectuarse en la dirección registrada en el RUT. 

Que el artículo 44 del Decreto 01 de 1984 es claro en afirmar que la dirección de notificaciones es la que el administrado haya anotado al intervenir por primera vez en la actuación o en la nueva que figure en comunicación hecha especialmente para tal propósito.

Que en la respuesta a la petición presentada por la contribuyente la administración olvidó manifestar que la notificación “errada” de la providencia fue hecha por edicto  el 26 de enero de 2009 y que se ejecutorió el 27 del mismo mes y año, y, en cambio, alegó que la dirección a la que se envió la notificación es la misma que figura en el certificado de existencia y representación legal expedido por la cámara de comercio, certificado que aportó la representante legal de la sociedad para acreditar su personería con ocasión de la aludida petición.

Que, en consecuencia, al no notificarse en debida forma la resolución que resolvió el recurso de reconsideración, se configuró el silencio administrativo positivo y la declaración de renta de la Sociedad Granos Piraquive S.A. en liquidación quedó en firme.

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

El apoderado judicial de la DIAN se opuso a las pretensiones de la demanda, con los siguientes términos:

Excepción de ineptitud sustancial de la demanda por insuficiencia del poder otorgado al apoderado de la demandante

Presentó la excepción de ineptitud sustancial de la demanda, toda vez que el poder aportado sólo fue conferido para cuestionar la Resolución No. 900005 del 23 de diciembre de 2008 y no para demandar la liquidación oficial de revisión. Que, en consecuencia, conforme con lo establecido en el artículo 138 del Decreto 01 de 1984, que exige precisión e individualización del acto administrativo demandado y que advierte que cuando el acto administrativo definitivo fue objeto de recursos en la vía gubernativa, también deberán demandarse las decisiones que lo modifiquen o lo confirmen, era evidente la ineptitud sustancial de la demanda y que, por ende, el tribunal debía inhibirse de proferir sentencia de fondo.

Excepción de inepta demanda frente al cargo de presunto desconocimiento del material probatorio

Indicó que el actor omitió cumplir el artículo 137 del Decreto 01 de 1984, en tanto no expuso los motivos por los que consideró que los actos administrativos estaban viciados de nulidad. Que, en consecuencia, ese era otro motivo para que el tribunal declarara la ineptitud sustantivo de la demanda.

Por último, pidió que se concediera un trato igual al demandante, en el sentido de que para refutar el contenido de los actos administrativos demandados tendría que acudir a los antecedentes administrativos del proceso, pues le está vedado pronunciarse respecto de unos cuestionamientos que la contribuyente no dejó expresos en la demanda.

Notificación de la resolución que resolvió el recurso de reconsideración.
El apoderado de la DIAN señaló que la actuación de la administración estuvo ajustada a derecho y que, por tanto, no ha violado el debido proceso de la demandante. 

Que el libelista confunde dos situaciones: la notificación “indebida” de la resolución mediante la que se confirmó la liquidación oficial de revisión  y la falta de notificación en los términos que la demandante pedía y que, como consecuencia de esta última, se deba declarar la nulidad de toda la actuación.

Que la resolución acusada sí se notificó a la dirección registrada en el RUT, conforme lo establece el artículo 555-2 del E.T. Que, en todo caso, las consecuencias del incumplimiento del deber legal de mantener actualizada la información del contribuyente no se pueden atribuir a la DIAN.

Que en el escrito del recurso de reconsideración interpuesto por la contribuyente no se indicó ninguna dirección que se pueda tener como procesal y que esa fue la razón principal para que la Administración enviara la citación para la notificación personal a la dirección registrada en el RUT.

Que el proceso de determinación del tributo y el proceso de discusión del mismo son dos etapas diferentes. Que, por ende, es claro que la etapa de determinación finalizó con la liquidación oficial de revisión No. 300642007000133 del 19 de diciembre de 2007, como bien puede verse en el expediente.

Adujo que la visita de verificación de los libros de contabilidad, la respuesta al derecho de petición presentado por la contribuyente, la visita del 28 de junio de 2006 y el comunicado del 26 de julio de 2006, mediante el que la Administración le concedió el plazo de 30 días a la contribuyente para que allegara la información solicitada, fueron enviados a la Calle 6A No. 82-24 de Bogotá. 

Que, en el oficio en el que la contribuyente respondió la comunicación del 26 de julio de 2006, no se informó el cambio de la dirección procesal. Que, sin embargo, en la papelería de la sociedad aparecía la dirección Calle 6 A No. 78F-24.

Que las facturas y la papelería aportada por la contribuyente indicaban la Calle 6 A No. 82-24, como sede de la empresa, y que a esa dirección se dio respuesta a los oficios enviados por la contribuyente. Que, incluso, el informe final realizado por la administración fue notificado a esa dirección.

Que, en la respuesta al requerimiento especial, la contribuyente informó como dirección de notificaciones la Avenida el Dorado No. 68C – 61 Bogotá y que, por ende, la liquidación oficial de revisión fue notificada a esa dirección.

Que la etapa de discusión del tributo inició con la radicación del recurso de reconsideración, presentado el 20 de febrero de 2008, pero que en el escrito la sociedad no informó la dirección de notificaciones. Que, por consiguiente, la Subdirección de Gestión de Recursos Jurídicos de la Dirección de Gestión Jurídica envió la notificación a la Calle 6 A No. 82-24 que figuraba en el RUT y que es coincidente, además, con la dirección registrada en el certificado de existencia y representación legal proferido por la Cámara de Comercio.

Que si la sociedad informó una dirección diferente en la respuesta al requerimiento especial, no se puede interpretar que ésta es la dirección procesal. Que prueba de que la notificación se surtió en debida forma es que la contribuyente acudió oportunamente a la jurisdicción.

Citó la sentencia del 24 de abril de 2008
 para concluir que la falta de notificación o la notificación defectuosa del acto administrativo cuestionado, de haber existido, no habría afectado la validez del acto sino la eficacia, de lo que resulta que dicho acto no sería oponible hasta que fuera conocida por la demandante, cuestión evidente, pues la contribuyente sí la conoció y se opuso a ella.

Que, entonces, como la sociedad demandante presentó el recurso de reconsideración el 20 de febrero de 2006 y el edicto de notificación de la Resolución No. 900005 fue desfijado el 26 de enero de 2007 y quedó ejecutoriado el 27 del mismo mes y año, no se vulneró el artículo 732 del E.T.

LA SENTENCIA APELADA 
La Sección Cuarta, Subsección B, del Tribunal Administrativo de Cundinamarca declaró la nulidad de la resolución Liquidación Oficial de Revisión No. 30064200700133 del 19 de diciembre de 2007 y de la Resolución 900005 del 23 de diciembre de 2008, que resolvió el recurso de reconsideración interpuesto contra la anterior y, en consecuencia, a título de restablecimiento del derecho declaró la firmeza de la liquidación privada del impuesto sobre la renta y complementarios correspondiente al periodo fiscal 2004.

En relación con la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda por falta de poder para controvertir la liquidación oficial de revisión, consideró que si bien el escrito en el que se confirió poder al abogado adolece de fallas en la redacción, lo cierto era que la forma genérica de mandato no conducía a una decisión inhibitoria, sino que obligaba a la Sala a observar dicho poder de manera armónica con la demanda y la corrección (en la que sí se individualizaron los actos atacados). Que, en todo caso, la sentencia dictada en el expediente 17214  del 1° de octubre de 2009, proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, estableció que la indebida representación sólo se configuraba por carencia total de poder, lo que no ocurrió en el sub lite.

En cuanto a la excepción de inepta demanda por no motivar las causales de nulidad, el tribunal adujo que pese a la simplicidad de la demanda y del concepto de la violación, se pueden identificar las razones por las que la sociedad demandante atacó la validez de los actos de la administración, razón por la que resultaba procedente el estudio de las pretensiones de la demanda.

Que si bien el legislador estableció una estructura para la presentación de la demanda en materia contencioso administrativa, la integridad del derecho de acción, desde la perspectiva del derecho constitucional, impone la prevalencia del derecho sustancial frente al formal y obliga a interpretar el texto de la demanda en su integridad.

Que, en todo caso, aun en el evento en que los cargos no fueran idóneamente sustentados o que hubiere una deficiencia argumentativa productora de error en el concepto de la violación, la falencia conllevaría a la denegación de las pretensiones y no a una decisión inhibitoria.

Ahora, en cuanto a la indebida notificación de la resolución que resolvió el recurso de reconsideración, adujo que los artículos 563 y 564 del E.T. establecen que, en principio, la dirección de notificaciones es la que aparece registrada en el RUT. Que, sin embargo, cuando en el proceso de determinación y discusión del tributo el contribuyente informa de manera expresa una dirección de notificación, la administración deberá hacerla en ésta última.

Que, sobre el particular, el Consejo de Estado ha dicho que “la dirección que debe tenerse en cuenta por la Administración para notificar sus actuaciones es aquella que informe el contribuyente en su última declaración de renta o de ingresos y patrimonio, o en formato oficial de cambio de dirección; además existe la dirección procesal, que es aquella informada durante el proceso de determinación y discusión del tributo, resultando obligatorio para la Administración notificarle allí las actuaciones relacionadas.”
Revisadas las pruebas aportadas al plenario, el Tribunal concluyó que la sociedad demandante cambió de domicilio, según los certificados de la Cámara de Comercio de Bogotá. Que, no obstante, ante la ausencia del RUT, no podía afirmarse que las direcciones coincidían con la información de ese registro como lo alegó la DIAN.
El Tribunal sostuvo que si bien la demandante no aportó copia de los documentos con los que dio respuesta al requerimiento especial, la DIAN, en la contestación de la demanda, afirmó que la sociedad comunicó como dirección la Av. El Dorado No. 68C-61 oficina 831. Que, entonces, ante la afirmación hecha por la contribuyente de que la Resolución No. 900005 del 23 de diciembre de 2008 no fue notificada a la dirección procesal informada, la carga de la prueba se trasladaba a la entidad demandada para que demostrara que envió la citación a dicha dirección o que la dirección procesal era diferente. Que la DIAN insiste en que los datos de notificación eran los que aparecían en el RUT y, sin embargo, tampoco aportó prueba que respaldara la afirmación. Que, por ende, no se pudo establecer la nomenclatura ni compararla con los datos del certificado expedido por la Cámara de Comercio de Bogotá.

Que ante el incumplimiento de la carga probatoria de la DIAN, infirió que la dirección de notificación de la contribuyente era la Av. El Dorado No. 68C-61, oficina 831, tal como se advirtió en la liquidación oficial de revisión y en la contestación a la demanda.

Que, entonces, el procedimiento para notificar la resolución que resolvió el recurso de reconsideración no se ajustó a derecho, pues, de acuerdo con el artículo 565 del E.T., dicha resolución debió notificarse por edicto siempre que el contribuyente no compareciera en los diez días siguientes, actuación que, además, no era posible adelantar, toda vez que la citación se envió a una dirección errada.

En relación con el término para resolver el recurso de reconsideración, adujo que conforme con el artículo 732 del E.T., la administración cuenta con el término de un año, siempre que dicho recurso fuera interpuesto en debida forma.

Que el recurso de reconsideración se interpuso el 20 de febrero de 2008, esto es, en los dos meses siguientes a la notificación de la liquidación oficial de revisión, tal como lo prevé el artículo 720 del E.T. 

Que, no obstante, pese a que la resolución que resolvió el recurso de reconsideración se profirió el 23 de diciembre de 2008, como la diligencia de notificación fue ineficaz, la administración excedió el término para resolverlo, pues la expresión “resolver los recursos” contenida en el artículo 732 del E.T. implica no solamente la expedición del acto, sino la notificación en ese mismo término
.
Que, como consecuencia de lo anterior, se configuró el silencio administrativo positivo, a modo de sanción para la administración, del que se entiende que el recurso fue decidido a favor del contribuyente (art. 734 E.T.)

Por todo lo anterior, se declaró la nulidad de los actos acusados y se declaró en firme la declaración de impuesto de renta presentado por la Sociedad Granos Piraquive S.A. en liquidación, por el año gravable 2004.
RECURSO DE APELACIÓN.

La apoderada judicial de la DIAN apeló la decisión del Tribunal. Insistió en que se configuró la excepción de inepta demanda por insuficiencia de poder, toda vez que el poder otorgado al abogado de la sociedad contribuyente sólo se confirió para demandar la Resolución No. 900005 del 23 de diciembre de 2008.

Dijo que no comparte la decisión del Tribunal de considerar como dirección de notificación la Av. El Dorado No. 68C-61 oficina 831, a la que se notificó la liquidación oficial de revisión, pues en el escrito del recurso de reconsideración no se informó ninguna dirección procesal y, por ende, se tomó la que aparecía en el RUT.

Indicó que el RUT estaba en los folios 2435 a 2440 del expediente de antecedentes administrativos y que el Tribunal omitió valorarlo. Que, en todo caso, en dicho registro aparece como dirección de la sociedad la Calle 6 A 82-24 de Bogotá. 

Reiteró que la determinación del impuesto y la discusión del mismo son dos procesos diferentes y que el primero termina con la liquidación oficial de revisión, mientras que el segundo inicia con la presentación del recurso de reconsideración y culmina con la notificación de la resolución que lo desata y que agota la vía gubernativa.

Que en la sentencia no se tuvo en cuenta que en el expediente estaba demostrada la correcta notificación de la Resolución No. 900005 del 23 de diciembre de 2008, razón por la que erró el Tribunal al afirmar lo contrario.

En consecuencia, pidió que se revocara la decisión de primera instancia y que, en su lugar, se negaran las pretensiones de la demanda.

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

GRANOS PIRAQUIVE S.A. en liquidación alegó que la administración no recurrió el auto admisorio de la demanda. Que, por ende, no debe prosperar la excepción de inepta demanda. Que, en todo caso, de conformidad con los artículos 137 y 138 del Decreto 01 de 1984, la demanda fue corregida en la oportunidad y admitida por el tribunal.

Adujo que la Resolución 900005, objeto de demanda, contiene en forma inequívoca y absoluta la liquidación oficial de revisión 300642007000133 del 19 de diciembre de 2007, que pretende la modificación de la declaración presentada por la contribuyente por el impuesto de renta, año gravable 2004.

Indicó que una es la obligación que tiene el contribuyente de inscribirse en el RUT y de informar la dirección de notificación con el fin de atender los requerimientos de la administración tributaria y otra es la facultad que tiene de señalar, directamente o mediante apoderado, durante el proceso de determinación y discusión del tributo, una dirección para efectos de la notificación de los actos expedidos en desarrollo de dicho proceso, circunstancia que es de forzosa observancia de la administración.

Aludió a las sentencias 11834 y 13096
, proferidas por la Sección Cuarta del Consejo de Estado y a la sentencia C-096 dictada por la Corte Constitucional
 y concluyó que la Resolución 900005 del 23 de diciembre de 2008, que resolvió el recurso de reconsideración, se notificó indebidamente, pues en la respuesta al requerimiento especial se indicó como dirección de notificación la Av. El Dorado No. 68 C – 61 oficina 831, y esa dirección no fue modificada con posterioridad. Que, por ende, la Administración de Impuestos desconoció lo dispuesto en el artículo 564 del E.T.

Que, en consecuencia, la notificación de la Resolución 900005 es ineficaz, por cuanto excedió el término establecido en el artículo 732 del E.T.

La apoderada judicial de la DIAN reiteró los argumentos presentados en la contestación de la demanda y en el recurso de apelación.
El Ministerio Público rindió concepto. Señaló que no existe fundamento en la excepción de inepta demanda presentada por la Administración, pues, con ocasión de la corrección de la demanda se acompañó el escrito contentivo del poder, suficiente para desarrollar la gestión, encaminada a la revocatoria de la resolución que resolvió el recurso de reconsideración, lo que implícitamente conlleva a la solicitud de nulidad del primer acto individualizado, esto es, la liquidación oficial de revisión. Que, por ende, se debe negar la excepción propuesta.

Citó los artículos 563 a 565 del E.T. para concluir que la demandante en ningún momento cuestionó que la DIAN enviara la citación en la dirección registrada en el RUT. Que, simplemente, ese es uno de los soportes que permiten demostrar que el aviso de citación no llegó a la dirección procesal informada.

Que, tal como lo señaló el Tribunal, se trata de una negación indefinida para el contribuyente, en cuanto aseguró que no recibió la citación a la dirección procesal informada, pero que también se trata de una afirmación indefinida para la Administración, en cuanto adujo que envió el aviso de citación a la dirección informada por el contribuyente en el RUT.

Que, en conclusión, el caso se debe resolver conforme con lo probado en el expediente, pruebas que dan cuenta de que la citación se envió a una dirección diferente a la procesal, esto es, a la dirección que aparecía registrada en el RUT. Que, en consecuencia, el problema jurídico se circunscribía a determinar si el aviso realizado a la sociedad a la dirección reportada en el RUT era válido para efectos de la citación para la notificación personal, o por edicto, de la decisión que resolvió el recurso de reconsideración. 

Indicó que el aviso de citación para la notificación de los actos que deciden recursos no es un acto administrativo, sino una actuación de trámite y, por tanto, no es de los actos notificables por correo en la dirección procesal, habida cuenta de que el artículo 565 del E.T. señala como actos notificables los que resuelven los procesos de determinación del tributo o los de discusión del tributo, que se concretan en la liquidación oficial de revisión y en la resolución que resuelve el recurso de reconsideración.

Que en el sub examine está probado que el aviso para la citación fue enviado a la dirección de la empresa y efectivamente fue recibido en dicha dirección. Que la contribuyente nunca cuestionó su recibo ni está demostrado el rechazo o la devolución, información suficiente para tener como hecho cierto que la sociedad tuvo conocimiento de dicho aviso. Que, por todo lo anterior, es procedente el conteo de términos que hizo la administración para poder hacer la notificación por edicto. Que en el mismo sentido se pronunció esta Corporación en la sentencia 16371
.

Que, en consecuencia, como la fijación del edicto que notificó la resolución que resolvió el recurso de reconsideración se efectuó entre el 13 y el 26 de enero de 2009, si el recurso se presentó el 20 de febrero de 2008, la notificación de la resolución No. 900005 del 23 de diciembre de 2008 fue oportuna y no se configuró el silencio administrativo positivo. 

Por todo lo anterior, pidió que se revocara la decisión de primera instancia y que, en su lugar, se denegaran las pretensiones de la demanda. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA
En los términos del recurso de apelación que interpuso la DIAN, le corresponde a la Sala decidir si se ajustan a derecho la Liquidación Oficial de Revisión No. 300642007000133 del 19 de diciembre de 2007, mediante la cual se modificó la declaración privada del impuesto sobre la renta de la Sociedad Granos Piraquive S.A. en Liquidación, por el año gravable 2004 y se impuso a la parte actora la sanción por inexactitud en cuantía de $2.157.754.000 y la Resolución No. 900005 del 23 de diciembre de 2008, que resolvió el recurso de reconsideración. 
Antes de resolver si los actos administrativos demandados están ajustados a derecho, la Sala se pronunciará sobre la solicitud de fallo inhibitorio propuesta por la DIAN, en cuanto advirtió que el representante legal de la sociedad demandante sólo facultó al apoderado judicial para demandar en acción de nulidad y restablecimiento del derecho la actuación que desató el recurso de reconsideración, sin otorgarle poder para demandar la liquidación oficial de revisión.

Sobre el particular, esta Sala reitera
 que en los casos en los que el poder otorgado se circunscribe a autorizar que se demande, como en este caso, la resolución que resuelve el recurso de reconsideración, más no la liquidación oficial de revisión, no es propio hablar de falta de poder para actuar, En el presente caso, en el  folio 93
 del expediente figura el poder otorgado al apoderado judicial de la demandante en el cual está plenamente identificado el asunto para el que se otorga. Dicho poder se refiere a la actuación administrativa correspondiente a “la revocación de la Resolución No. 900005 de fecha diciembre 23 de 2008, proferida por la Oficina de Gestión Jurídica – Subdirección de Recursos Jurídicos de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN mediante la cual se rechazó la solicitud de saneamiento de la Liquidación Oficial de Revisión 3006422007000133 de fecha diciembre 19 de 2007 mediante la cual se pretende modificar la Liquidación Privada que la sociedad presentó por la vigencia fiscal de 2004”, señalamiento que para la Sala es suficiente para entender que se trata de la demanda de los actos proferidos por la autoridad tributaria, acorde con los presupuestos establecidos en el artículo 65 del Código de Procedimiento Civil. 
Ahora bien, en el evento en que el poder no hubiese sido otorgado en debida forma, tal omisión tampoco tiene la entidad suficiente para que la Sala de declare inhibida para conocer el asunto. De hecho, el artículo 140 numeral 7 del C.P.C., al listar las causales de nulidad de los procesos, estableció que la indebida representación de las partes sólo se configura por carencia total de poder para actuar en el respectivo proceso, lo que no ocurre en este caso. Por lo demás, tanto en la demanda como en el poder  conferido al apoderado judicial de la demandante están plenamente identificados los actos materia de la acción. 

Luego, no prospera la excepción propuesta.

La Sala resolverá si se violaron, por falta de aplicación, los artículos 29 de la Constitución Política, 731 y 564 del Estatuto Tributario Nacional en concordancia con el artículo 44 del Decreto 01 de 1984 y, concretamente, si la DIAN resolvió el recurso de reconsideración en la oportunidad legal.

Para decidir, la Sala tiene como probados los siguientes hechos no discutidos
: 

· El 4 de abril de 2005, la sociedad Granos Piraquive S.A. presentó la declaración de renta por el año gravable 2004.

· El 9 de mayo de 2006, la División de Fiscalización Tributaria de la Administración Especial de Impuestos de las Personas Jurídicas de Bogotá expidió el auto de apertura No. 300632006003081, con el que se pretendía verificar la exactitud de la declaración, establecer las bases gravables y determinar el cumplimiento de las obligaciones formales de la sociedad.

· El 27 de marzo de 2007, la División de Fiscalización de la DIAN profirió el requerimiento especial No. 300632007000078, en el que propuso el desconocimiento de pasivos inexistentes, gastos operacionales y otras deducciones y adicionó la renta líquida gravable en valor de $3.502.846.000, por haberse declarado pasivos inexistentes, e impuso sanción por inexactitud a la contribuyente.

· El 27 de junio de 2007, la sociedad respondió oportunamente el requerimiento especial, en el que manifestó la inconformidad respecto de las glosas propuestas. En dicho escrito indicó como dirección procesal la Av. El Dorado No. 68C-61, oficina 831 de Bogotá.

· El 19 de diciembre de 2007, la División de Liquidación de la Administración expidió la Liquidación Oficial de Revisión No. 300642007000133, notificada por correo a la dirección procesal informada en la respuesta al requerimiento especial.

Contra esa decisión, la sociedad presentó recurso de reconsideración, el 20 de febrero de 2008.

· El 31 de marzo de 2009, la representante legal de la sociedad presentó petición ante la administración de impuestos para que se notificara el acto administrativo que resolviera el recurso de reconsideración.

· El 22 de abril de 2009, la Oficina de Gestión Jurídica respondió a la petición y le indicó a la demandante que la resolución que resolvió el recurso de reconsideración, esto es, la Resolución No. 900005 del 23 de diciembre de 2008, se había notificado a la dirección registrada en el RUT. 

La parte actora invocó en la demanda la nulidad de los actos administrativos objeto de la controversia, con fundamento en defectos en el trámite de la notificación. En consecuencia, con esta pretensión solicita que se declare el silencio administrativo positivo.

El Tribunal accedió a la pretensión formulada por la parte actora y declaró que operó el silencio administrativo positivo. 

Para la Sala, la controversia se concreta en decidir si el procedimiento adelantado para el envío de la citación para la notificación de la Resolución No. 900005, mediante la que se resolvió el recurso de reconsideración presentado contra la Liquidación Oficial de Revisión No. 300642007000133, se ajustó a derecho o si, por el contrario, la notificación fue indebida y se configuró el silencio  administrativo positivo. 

Lo primero que conviene decir es que el procedimiento para la notificación de las actuaciones de la administración tributaria se encuentra regulado por el artículo 565 del E.T., que dispone:

ARTÍCULO 565. FORMAS DE NOTIFICACIÓN DE LAS ACTUACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN DE IMPUESTOS. Los requerimientos, autos que ordenen inspecciones o verificaciones tributarias, emplazamientos, citaciones, resoluciones en que se impongan sanciones, liquidaciones oficiales y demás actuaciones administrativas, deben notificarse de manera electrónica, personalmente o a través de la red oficial de correos o de cualquier servicio de mensajería especializada debidamente autorizada por la autoridad competente. 
Las providencias que decidan recursos se notificarán personalmente, o por edicto si el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, no compareciere dentro del término de los diez (10) días siguientes, contados a partir de la fecha de introducción al correo del aviso de citación. En este evento también procede la notificación electrónica.
PARÁGRAFO 1o. La notificación por correo de las actuaciones de la administración, en materia tributaria, aduanera o cambiaria se practicará mediante entrega de una copia del acto correspondiente en la última dirección informada por el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante en el Registro Unico Tributario - RUT. En estos eventos también procederá la notificación electrónica. 
Cuando el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, no hubiere informado una dirección a la administración tributaria, la actuación administrativa correspondiente se podrá notificar a la que establezca la administración mediante verificación directa o mediante la utilización de guías telefónicas, directorios y en general de información oficial, comercial o bancaria. Cuando no haya sido posible establecer la dirección del contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, por ninguno de los medios señalados, los actos de la administración le serán notificados por medio de publicación en un periódico de circulación nacional.
Cuando la notificación se efectúe a una dirección distinta a la informada en el Registro Único Tributario, RUT, habrá lugar a corregir el error dentro del término previsto para la notificación del acto.

PARÁGRAFO 2o. Cuando durante los procesos que se adelanten ante la administración tributaria, el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, actúe a través de apoderado, la notificación se surtirá a la última dirección que dicho apoderado tenga registrada en el Registro Único Tributario, RUT.

PARÁGRAFO 3o. Las actuaciones y notificaciones que se realicen a través de los servicios informáticos electrónicos de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales como certificadora digital cerrada serán gratuitos, en los términos de la Ley 527 de 1999 y sus disposiciones reglamentarias.”

Conforme con la norma transcrita, los actos que deciden los recursos, como el de reconsideración, deben notificarse personalmente. Sólo en el evento en que no sea posible efectuar la notificación personal es que se debe adelantar la notificación por medio de edicto. La misma norma prevé que para efectuar la diligencia de notificación personal se deberá enviar un aviso de citación al contribuyente.

En relación con la naturaleza del aviso de citación, esta Sala en sentencia No. 17111 del 3 de diciembre de 2009 sostuvo que el aviso es el instrumento del que se vale la Administración para poner en conocimiento del contribuyente la existencia de una decisión relacionada con el recurso presentado. Es un acto de mero trámite, mas no un acto administrativo y, una vez enviado, el contribuyente debe acercarse a la oficina de impuestos para notificarse personalmente del acto que resuelve el recurso. 

Sobre el particular, esta Sala ha considerado
:

“De la norma transcrita
 se establece que la notificación del acto que decida el recurso de reconsideración debe realizarse personalmente y sólo en caso de que ésta no pueda hacerse se debe fijar un edicto, es decir, que no existe la posibilidad de aplicar para este tipo de acto la notificación por correo prevista en el artículo 566 E.T. 

Entonces, debe diferenciarse en este punto la notificación de la resolución que decide el recurso de reconsideración, del envío de la citación para que el contribuyente tenga conocimiento de la decisión de la administración.

En efecto, el envío de la citación no puede tenerse como una notificación por correo, esta última aplicable a los casos previstos en el inciso primero del artículo 565 E.T., pues el envío de la citación corresponde al medio que utiliza la Administración para que el interesado se acerque a las oficinas de impuestos a fin de darle a conocer de manera personal el contenido de la decisión del recurso que es la forma que prevé la normativa fiscal para ello
.

En tales condiciones, el plazo de 10 días que tiene el administrado para notificarse personalmente de la resolución por medio de la cual se resuelve el recurso de reconsideración, debe contarse según lo dispuesto en el artículo 565 E.T. antes transcrito, es decir, a partir de la fecha de introducción al correo, para lo cual no aplica la inexequibilidad declarada por la Corte Constitucional respecto del artículo 566 E.T.”
El fundamento principal del sub examine se encamina a demostrar que la Administración no notificó, en la oportunidad procesal correspondiente, la resolución que resolvió el recurso de reconsideración, pues no envió la citación para notificación personal a la dirección procesal indicada en la respuesta al requerimiento especial.

Los artículos 563 y 564 del E.T. establecen la dirección para notificaciones, así: 

“ARTÍCULO 563. DIRECCIÓN PARA NOTIFICACIONES. La notificación de las actuaciones de la Administración Tributaria deberá efectuarse a la dirección informada por el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, en su última declaración de renta o de ingresos y patrimonio, según el caso, o mediante formato oficial de cambio de dirección; la antigua dirección continuará siendo válida durante los tres (3) meses siguientes, sin perjuicio de la validez de la nueva dirección informada.

Cuando el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante no hubiere informado una dirección a la Administración de Impuestos, la actuación administrativa correspondiente se podrá notificar a la que establezca la Administración mediante verificación directa o mediante la utilización de guías telefónicas, directorios y en general de información oficial, comercial o bancaria.

Cuando no haya sido posible establecer la dirección del contribuyente, responsable, agente retenedor, o declarante, por ninguno de los medios señalados en el inciso anterior, los actos de la Administración le serán notificados por medio de la publicación en un diario de amplia circulación.

ARTÍCULO 564. DIRECCIÓN PROCESAL. Si durante el proceso de determinación y discusión del tributo, el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, señala expresamente una dirección para que se le notifiquen los actos correspondientes, la Administración deberá hacerlo a dicha dirección.

La Sala considera que las normas citadas constituyen una fuente de ubicación de los contribuyentes, responsables, agentes retenedores o declarantes. Así lo expuso en la sentencia 17705 del 24 de mayo de 2012
.

Para la Sala, el artículo 564 del E.T. permite a los sujetos mencionados suministrar como dirección procesal otra diferente a la que figura en el RUT, con el objetivo de que puedan mantener el control de los procesos de determinación de impuestos
. En esa medida, esa dirección podría corresponder a la dirección de los apoderados o a una dirección del contribuyente, responsable o agente retenedor que no coincida con la que obligatoriamente se debe suministrar en el RUT
. Por eso, el citado artículo exige que se notifique a esa dirección si se ha suministrado expresamente.

Sin embargo, la Sala, en el análisis de casos concretos, cuando se ha suministrado la dirección procesal, ha dicho que si la notificación se surtió efectivamente en la dirección del contribuyente, responsable o agente retenedor, al punto de que pudo ejercer el derecho de defensa, porque pudo oponerse a las actuaciones en tiempo, no se configura ninguna causal de nulidad ni de oponibilidad de los actos administrativos por el hecho de que la notificación se haya hecho a la dirección del contribuyente y no a la dirección procesal
.

En todo caso, lo relevante en materia de notificaciones de los actos administrativos, es que en cada caso se verifique que no se haya vulnerado el derecho de audiencia y de defensa, derecho que se garantiza mediante la aplicación del principio de publicidad y, por ende, siempre habrá que analizar el caso concreto. 

En este asunto, se encuentra probado que el aviso para la citación a la notificación de la resolución que resolvió el recurso de reconsideración fue enviada a la sede de la empresa, esto es, a la calle 6 A No. 82-24, según se advierte en el folio 22 de dicha resolución
. Esa es la dirección que presuntamente aparece registrada en el RUT. Sin embargo, en el expediente no aparece copia de dicho registro
.

Ahora bien, el tribunal declaró la nulidad de los actos acusados porque “ante la negación indefinida hecha por la accionante, de que la resolución No. 900005 del 23 de diciembre no fue notificada en la dirección procesal informada, la carga de la prueba se traslada a la entidad demandada para que demuestre que envió la citación a dicha dirección, o bien que la dirección procesal indicada era distinta.”
Para la Sala no es de recibo el dicho del tribunal, toda vez que la sociedad actora no ha cuestionado que la citación fuera enviada a la dirección que aparece en el RUT, sino que cuestiona el hecho de que no fue enviada a la dirección procesal informada. 

En efecto, como fundamento de la demanda, la contribuyente sostuvo “puede establecerse con claridad que la notificación de la resolución que desató el recurso de reconsideración  NO FUE NOTIFICADA EN DEBIDA FORMA dentro del término fijado por el artículo 731 del Estatuto Tributario toda vez que, según respuesta de la Oficina de Gestión Jurídica – Subdirección de Gestión de Recursos Jurídicos, se envió a la dirección registrada en el RUT., cuando ha debido enviarse a la DIRECCIÓN PROCESAL: Avenida El Dorado 68C 61 Oficina 831 Bogotá, informada en la etapa de determinación y discusión de tributo pues así lo ordena el artículo 564 del citado Estatuto (…)”
. Hecho que también fue corroborado por la administración en la respuesta a la petición presentada el 20 de febrero de 2008, cuando dijo: “Este despacho resolvió el recurso de reconsideración mediante Resolución 900005 del 23 de diciembre de 2008, y se notificó a la dirección registrada en el RUT, Calle 6 A No. 82-24, por cuanto el representante Legal no informó dirección alguna en el escrito del recurso y se observa además que es la misma que figura en el certificado de existencia y representación  expedida (sic)  por la Cámara de Comercio de Bogotá el 27 de marzo de 2009.” 

Ese es un hecho narrado por la contribuyente y aceptado por la administración que, así como se trata de una negación para la sociedad, cuando aseguró que no recibió la citación en la dirección procesal (según dijo el a quo), también se trata de una afirmación a favor de la administración, cuando expuso que envió la citación para la notificación a la dirección que aparece en el RUT (como efectivamente lo sostuvo el Ministerio Público en el concepto
). De lo anterior se puede concluir que dicha citación se envió a la dirección registrada en el RUT y no fue devuelta ni rechazada por el correo. Fue efectivamente recibida y ese recibo no fue cuestionado por la sociedad demandante, razón por la que se puede tener como un hecho cierto, no controvertido.

Entonces, el problema jurídico se limitaba a establecer la citación para la notificación enviada a la dirección reportada en el RUT era válida para efectuar la notificación personal, o por edicto, de la Resolución No. 900005, mediante la que se resolvió el recurso de reconsideración presentado por la demandante.

Ahora bien, en un caso similar, esta Sala sostuvo
:

“En el caso concreto se encuentra probado que la parte demandante recibió el correo en la sede de la empresa, el 22 de octubre de 2002. No obstante que tal notificación no se surtió en la dirección del apoderado de la demandante, no se configuró una notificación por conducta concluyente sino por correo por cuanto, la dirección a la que se envió el acto objeto de notificación, también corresponde a la demandante y el acto no fue devuelto o rechazado por el interesado. Además, el demandante interpuso el recurso de reposición en término y, por tanto, debe entenderse que se cumplió el propósito de la notificación, que no es otro que la publicidad de los actos.

Por otra parte, acertó el a quo al precisar que en el expediente no obra prueba de la devolución o rechazo de la correspondencia que se envió a la dirección de la empresa a la Carrera 36 No. 10-95 y que, por lo tanto, no se evidenció la falta de conocimiento del acto por parte de la parte demandante. Esta situación, tal como lo precisó el Tribunal, se corroboró por la interposición oportuna de los recursos por parte de la parte demandante. 

La Sala considera que, en el caso concreto, la dirección procesal a que alude el Decreto 1092 de 1996 hubiera primado si la dirección a la que se surtió la notificación, no hubiera sido la de la sede de una empresa y que, además, se hubiera probado que se rechazó o se devolvió por el correo. El debido proceso no se afectó porque finalmente la notificación cumplió el cometido hasta el punto de que el afectado con el acto tuvo ocasión de impugnarlo. 

En efecto, como la notificación por correo se surtió el 22 de octubre de 2002, de conformidad con el artículo 25 del Decreto 1092 de 1996
, la demandante contaba con un mes para interponer el recurso de reposición, plazo se vencía el 22 de noviembre de 2002. Está probado en el proceso que el demandante interpuso el recurso el 18 de noviembre de 2002. Esa circunstancia demuestra que la parte actora se enteró de la decisión, que la parte demandante acató el principio de publicidad del acto acusado y, por tanto, que no se vulneró el derecho al debido proceso y de defensa. En consecuencia, la impugnación por este  cargo no prospera.”
Entonces, si la citación para la notificación se envió a la dirección reportada en el RUT y la parte demandante no compareció en los diez días siguientes a la sede de la Administración para que se surtiera la notificación personal, bien podía la DIAN adelantar la notificación por edicto, como en el efecto lo hizo. 

De hecho, la citación para la notificación fue enviada el 26 de diciembre de 2008 a la Calle 6 A No. 82-24 de Bogotá. Como el apoderado de la contribuyente no compareció en los diez días siguientes, se fijó edicto de notificación el 13 de enero de 2009, edicto que se desfijó el 26 del mismo mes y año
. Como el recurso de reconsideración se había interpuesto el 20 de febrero de 2008 y la notificación de la resolución que lo resolvió se produjo el 26 de enero de 2009, el recurso fue resuelto oportunamente y, por ende, no se configuró el silencio administrativo positivo. 

La Sala insiste en que el hecho de que la citación para la notificación no se haya enviado a la dirección procesal y sí a la dirección registrada en el RUT no implica el desconocimiento de dicha citación, más aún si no existió una causal de rechazo o de devolución por parte del correo. En todo caso, esta Sala ha dicho que cuando la parte interesada utiliza en tiempo los recursos, cualquier irregularidad que se haya cometido en la notificación queda saneada. En este caso, la parte demandante pudo oponerse al contenido de la Resolución No. 900005 de 2007 en el término de caducidad de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, lo que permite inferir que cualquier irregularidad que se hubiere cometido en el proceso de notificación del contenido de la resolución cuestionada quedó depurada.

Por todo lo anterior, la Sala considera que se debe revocar la decisión de primera instancia y, en su lugar, denegar las pretensiones de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho presentada por la sociedad Granos Piraquive S.A. en Liquidación.  
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A

PRIMERO: REVÓCASE la sentencia del 4 de junio de 2010,  proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección B. En su lugar DENIÉGANSE las pretensiones de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho interpuesta por la Sociedad Granos Piraquive S.A. en Liquidación contra la Liquidación Oficial de Revisión No. 3006420070001333 del 19 de diciembre de 2007, proferida por la División de Liquidación de la DIAN y la Resolución No. 900005 del 23 de diciembre de 2008, que la confirmó, por las razones expuestas.
SEGUNDO: RECONÓCESE  personería a la abogada María Cristina Arias Hernández para actuar como apoderada de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales.
Cópiese, notifíquese, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase.

 
La anterior providencia se estudió y aprobó en sesión de la fecha 
	                  CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ

                  Presidente

                    HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS


	

	
	


MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA

Hoja de firmas del expediente No. 18415
Demandante: Granos Piraquive S.A. en Liquidación C/ U.A.E. DIAN
� Consejo de Estado, Sección Primera. Sentencia del 24 de abril de 2008. M.P. Martha Sofía Sanz Tobón.


� Consejo de Estado, Sección Cuarta. Sentencia del 23 de agosto de 2002. M.P. María Inés Ortiz Barbosa. Exp. No. 12605.


� Ambas con ponencia del magistrado Juan Ángel Palacio Hincapié.


� M.P. Álvaro Tafur Galvis.


� Consejo de Estado. Sección Cuarta. Sentencia del 26 de octubre de 2009. M.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas.


� Consejo de Estado, Sección Cuarta sentencia 9 de agosto de 2002, actor: Universidad Santo Tomás, Expediente 12739 MP. Juan Ángel Palacio Hincapié; Sentencia 12315 del 9 de octubre de 2001, MP. Ligia López Díaz 


� Aportado con ocasión de la solicitud de corrección de la demanda.


� La Sala aclara que se tratan de hechos no discutidos, toda vez que no fueron controvertidos por las partes.


� Consejo de Estado. Sección Cuarta. Sentencia del 3 de diciembre de 2009. M.P. Martha Teresa Briceño de Valencia. Demandante: Crown Colombiana S.A.


� Se refiere al artículo 565 del E.T.


� Sentencia de 21 de febrero de 1992, Exp. 3767, C.P. Dr. Guillermo Chaín Lizcano.


� Demandante: María Stella Velásquez Pérez. M.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas.


� CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN CUARTA. Consejero ponente: HÉCTOR J.  ROMERO DÍAZ. Bogotá D. C., trece  (13) de abril  de dos mil cinco (2005). Radicación número: 25000-23-27-000-2001-01837-01(14569). Actor: BANCO SANTANDER COLOMBIA S.A.  Demandado: DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES. De acuerdo con el artículo 565 del Estatuto Tributario, las sanciones, entre otros actos administrativos, deben notificarse personalmente o por correo. El artículo 566 ibídem prevé que la notificación por correo se practicará mediante el envío de una copia del acto correspondiente a la dirección informada por el contribuyente.  El artículo 564 del Estatuto Tributario prescribe que si durante el proceso de determinación y discusión del tributo, el contribuyente señala expresamente una dirección para que se le notifiquen los actos correspondientes, la Administración deberá hacerlo a  esta última. La norma en mención constituye una disposición especial en el régimen de notificaciones en materia tributaria, pues desarrolla el concepto de la “dirección procesal” dentro del trámite de la determinación  del tributo o la sanción





� Decreto 2788 de 2004, artículo 13, Artículo 579-1 E.T.


� CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN CUARTA. Consejero ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BARCENAS. Bogotá D.C., Veintiséis (26) de octubre de dos mil nueve (2009). Radicación número: 25000-23-27-000-2004-00142-01(16371). Actor: EMPRESA DE LICORES DE CUNDINAMARCA. Demandado: DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES. En esta sentencia, que aunque resolvió un asunto de régimen cambiario, la Sala precisó: “En el caso concreto se encuentra probado que la parte demandante recibió el correo en la sede de la empresa, el 22 de octubre de 2002. No obstante que tal notificación no se surtió en la dirección del apoderado de la demandante, no se configuró una notificación por conducta concluyente sino por correo por cuanto, la dirección a la que se envió el acto objeto de notificación, también corresponde a la demandante y el acto no fue devuelto o rechazado por el interesado. Además, el demandante interpuso el recurso de reposición en término y, por tanto, debe entenderse que se cumplió el propósito de la notificación, que no es otro que la publicidad de los actos. Por otra parte, acertó el a quo al precisar que en el expediente no obra prueba de la devolución o rechazo de la correspondencia que se envió a la dirección de la empresa a la Carrera 36 No. 10-95 y que, por lo tanto, no se evidenció la falta de conocimiento del acto por parte de la parte demandante. Esta situación, tal como lo precisó el Tribunal, se corroboró por la interposición oportuna de los recursos por parte de la parte demandante. La Sala considera que, en el caso concreto, la dirección procesal a que alude el Decreto 1092 de 1996 hubiera primado si la dirección a la que se surtió la notificación, no hubiera sido la de la sede de una empresa y que, además, se hubiera probado que se rechazó o se devolvió por el correo. El debido proceso no se afectó porque finalmente la notificación cumplió el cometido hasta el punto de que el afectado con el acto tuvo ocasión de impugnarlo. En efecto, como la notificación por correo se surtió el 22 de octubre de 20021. En consecuencia, la impugnación por este  cargo no prospera.”








� Folio 87.


� La Sala advierte que el folio 126 del expediente aparece el oficio No. 09-106-meb del 3 de noviembre de 2009, en el que el secretario de la Sección Cuarta del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en cumplimiento a lo ordenado en el auto del 21 de agosto de 2009, solicitó a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales – Dirección Seccional de Impuestos de Bogotá que enviara los antecedentes administrativos que dieron origen a la Liquidación Oficial de Revisión No. 300642007000133 del 19 de diciembre de 2007, practicada a la Sociedad Granos Piraquive S.A. en Liquidación. Sin embargo, en la respuesta enviada el 17 de noviembre de 2009 por la DIAN (fl. 127) solamente se remitió la fotocopia autenticada de la Liquidación Oficial de Revisión No. 300642007000133, sin mayores consideraciones. Esa es la razón por la que no están los antecedentes administrativos en el expediente.


� Folio 7.


� Folios 289 a 295 y vueltos.


� Consejo de Estado, Sección Cuarta. Sentencia del 26 de octubre de 2009. Expediente 250002327000200400142 01 (16371) Demandante: Empresa de Licores de Cundinamarca. M.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas.


� “Decreto 1092 de 1996. ARTICULO 25. RECURSO CONTRA LA RESOLUCION SANCIONATORIA. Contra la resolución que imponga la multa procederá únicamente el recurso de reposición ante la División Jurídica de la Administración de Impuesto y Aduanas Nacionales o la dependencia que haga sus veces o ante la División de Análisis, Supervisión y Control de la Subdirección Jurídica, según corresponda por competencia, dentro del mes siguiente a su notificación. 


PARAGRAFO. El funcionario que reciba el memorial del recurso, dejará constancia escrita de la fecha de presentación, la identidad y calidad de quien lo presenta.” 





� Folio 88.





